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Ordinario Laboral

Demandante:


José Norbey Correa Quiceno 
Demandado:


Instituto Nacional de Vías y otros.
Llamado en Garantía:                    Cóndor S.A. 

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas
Tema: EXAMEN DE LA BUENA O MALA FE PARA DETERMINAR SI HAY LUGAR A PROFERIR LAS SANCIONES MORATORIAS. En sentencia SL 587 de 21 de agosto de 2013 radicación Nº 41.936 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia manifestó que el examen de la buena o mala fe para establecer si es procedente las sanciones moratorias, como la prevista en el artículo 65 del C.S.T., únicamente se efectúa frente al empleador, puesto que la responsabilidad de los deudores solidarios se deriva de su posición de garantes, siempre que se den los presupuestos establecidos en el artículo 34 del C.S.T., pues en efecto dicha norma lo que hace es hacer extensivas  las obligaciones prestacionales o indemnizatorias del contratista, al dueño de la obra conexa con su actividad principal, sin que pueda confundirse tal figura jurídica con la vinculación laboral.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veinticuatro de agosto de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por el demandante JOSE NORBEY CORREA QUICENO y la demandada INSTITUTO NACIONAL DE VIAS en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 29 de mayo de 2015, en el que también están demandados Cubides y Muñoz Ltda, Lavicon S.A.S., Saleh y Torres Ingenieros Contratistas S.A. y Edgar Alonso Castro Lizarralde quienes conforman el CONSORCIO PROGRESO RISARALDA y al cual fue llamado en garantía la aseguradora CONDOR S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66170-31-05-001-2012-00052-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Norbey Correa Quiceno que la justicia laboral declare que entre él y los integrantes del Consorcio Progreso Risaralda existió un contrato de trabajo verbal a término indefinido entre el 29 de enero de 2010 y el 29 de mayo de la misma anualidad y con base en ello aspira que se les condene a reconocer y pagar primas de servicio, cesantías y sus intereses, la indemnización por despido sin justa causa, las sanciones moratorias previstas en el artículo 65 del C.S.T. y en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, la compensación por vacaciones, horas extras, dominicales y festivos la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Así mismo aspira a que se declare que entre INVIAS y los integrantes del CONSORCIO PROGRESO RISARALDA hay responsabilidad solidaria en el pago de cada una de las obligaciones laborales relacionadas anteriormente.

En su relato fáctico refiere que: El Instituto Nacional de Vías –INVIAS- suscribió contrato Nº 1589 de 2005 con el Consorcio Progreso Risaralda para llevar a cabo las obras relacionadas en él en el tramo La María – El Español ubicada en el municipio de Santa Rosa de Cabal; en virtud a ese contrato, el Consorcio Progreso Risaralda lo contrató el 29 de enero de 2010 para realizar actividades como topógrafo; el horario de trabajo que le correspondía cumplir era de lunes a viernes de 7:00 am a :12:00 m y 1:00 pm a 5:00 pm y los sábados de 7:00 am a 10:00 am; el 29 de mayo de 2010 renunció por mora en el pago de los salarios, momento para el que se le adeudaban tres quincenas; el salario mensual devengado era igual a la suma de $1.370.000 –Básico: $900.000, alimentación: $270.000 y $200.000 por alquiler de equipo topográfico; durante un poco tiempo se le realizaron los pagos a la seguridad social; el 19 de septiembre de 2011 elevó reclamación administrativa ante el Instituto Nacional de Vías, la cual fue resuelta negativamente el 26 de septiembre de 2011.
Al contestar la demanda –fls.60 a 69- el Instituto Nacional de Vías –INVIAS- aceptó que suscribió contrato Nº 1589 de 2005 con el Consorcio Progreso Risaralda para ejecutar obras en el tramo La María – El Español, así como la reclamación elevada por el actor y su respectiva respuesta. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Inoponibilidad”, “Cobro de lo no debido”, “Falta de legitimidad en la causa por pasiva”
Mediante escrito adjunto a la contestación, INVIAS solicitó que fuera llamada en garantía la aseguradora Cóndor S.A. en virtud a la póliza de garantía de cumplimiento Nº 133771 expedida el 8 de septiembre de 2005 para garantizar las acreencias laborales surgidas en virtud del contrato Nº 1589 de 2005.

Por su parte las sociedades Cubides y Muñoz Ltda. y Lavicon S.A.S. integrantes del Consorcio Progreso Risaralda al dar respuesta al libelo introductorio –fls.172 a 176- aceptaron la suscripción del contrato Nº 1589 de 2005 con INVIAS y el objeto del mismo, así como la reclamación elevada por el demandante el 19 de septiembre de 2011 y la respuesta dada a ella. Frente a los demás hechos manifestaron que no eran ciertos o que no les constaba. Se opusieron a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominaron “Inexistencia de la obligación y de la relación laboral”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción de la acción de reclamación” y “Cláusula General de Excepciones”.
El demandando Edgar Alonso Castro Lizarralde mediante escrito visible a folios 264 a 270 dio respuesta a la demanda en los mismos términos expuestos por las sociedades integrantes del Consorcio Progreso Risaralda y proponiendo las mismas excepciones de mérito.

Finalmente la aseguradora Condor S.A. al responder la demanda y el llamamiento en garantía –fls.348 a 358- dijo no constarle ninguno de los hechos de la demanda, motivo por el que se opuso a las pretensiones de la misma proponiendo las excepciones de fondo de “Prescripción” y “Declaración de oficio”. Respecto a los hechos del llamamiento en garantía aceptó la suscripción de la póliza de garantía de cumplimiento Nº 133771 el 8 de septiembre de 2005. Se opuso a las pretensiones del llamamiento proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Prescripción de la acción laboral sin que ello implique reconocimiento de derecho”, “Prescripción derivada del contrato de seguro”, “Inexistencia de obligación a cargo de la aseguradora”, “Cobro de lo no debido”, “Imposibilidad de proferir fallo respecto del contrato de seguro”, “Ausencia de cobertura”, “No cobertura en la póliza para el pago de sanciones moratorias” y “Excepción innominada”.  

En sentencia de 29 de mayo de 2015, el juez determinó que entre el Consorcio Progreso Risaralda integrado por Cubides y Muñoz Ltda., Lavicon S.A.S. y Edgar Alonso Castro Lizarralde, y el señor José Norbey Correa Quiceno existió un contrato de trabajo el cual se extendió entre el 27 de enero de 2010 y el 29 de mayo del mismo año, motivo por el que lo condenó a cancelar $14.007.109 por concepto de salarios insolutos, cesantías y sus intereses, prima de servicios, vacaciones, indemnización por despido sin justa causa y sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T.. En cuanto a la sanción moratoria explicó que había lugar a imponerla por cuanto el empleador no demostró que su actuación estuviera revestida de buena fe.
Posteriormente determinó que a partir del mes veinticinco debe reconocerse a favor del demandante los intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera.

Igualmente determinó que el Instituto Nacional de Vías es solidariamente responsable por ser beneficiario de la obra, configurándose lo previsto en el artículo 34 del C.S.T.

Finalmente condenó a la aseguradora Cóndor S.A. como llamada en garantía a responder por cada una de las condenas fijadas en el proceso a favor del demandante, sin superar el límite del monto asegurado por medio de la póliza Nº 250133771.
Inconformes parcialmente con la decisión, el señor José Norbey Correa Quiceno y el Instituto Nacional de Vías interpusieron recurso de apelación, así:

El demandante expresó que dentro del proceso quedó demostrado que el salario devengado mensualmente por él fue equivalente a la suma de $1.300.000 y no el salario mínimo legal vigente. Igualmente expresó que de mantenerse como salario el mínimo legal mensual vigente, la sanción moratoria de un día de salario por cada día de retardo no puede limitarse hasta el mes 24, sino que ella se extiende hasta que se verifique el pago total de la obligación.

Por su parte el Instituto Nacional de Vías manifestó que no resulta posible declararla solidariamente responsable frente a las condenas fijadas en contra del empleador, por cuanto la mala fe de éste no puede extendérsele a esa entidad y adicionalmente porque hay una póliza suscrita que cubre las condenas proferidas en este proceso.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Quedó demostrado en el proceso que el señor José Norbey Correa Quiceno devengaba mensualmente la suma de $1.300.000 por prestar sus servicios como topógrafo a favor del Consorcio Progreso Risaralda?

¿Cómo debe operar la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. en el presente caso?
¿Hay lugar a absolver al Instituto Nacional de Vías como solidaria frente a las condenas impuestas a su contratista Consorcio Progreso Risaralda? 

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
EXAMEN DE LA BUENA O MALA FE PARA DETERMINAR SI HAY LUGAR A PROFERIR LAS SANCIONES MORATORIAS.
En sentencia SL 587 de 21 de agosto de 2013 radicación Nº 41.936 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia manifestó que el examen de la buena o mala fe para establecer si es procedente las sanciones moratorias, como la prevista en el artículo 65 del C.S.T., únicamente se efectúa frente al empleador, puesto que la responsabilidad de los deudores solidarios se deriva de su posición de garantes, siempre que se den los presupuestos establecidos en el artículo 34 del C.S.T., pues en efecto dicha norma hace extensivas  las obligaciones prestacionales o indemnizatorias del contratista, al dueño de la obra conexa con su actividad principal, sin que pueda confundirse tal figura jurídica con la vinculación laboral.
EL CASO CONCRETO

Afirma el señor José Norbey Correa Quiceno en la sustentación del recurso de apelación, que el salario mensual devengado por él ascendía a la suma de $1.300.000 y no al mínimo legal vigente.

En ese sentido no obra prueba documental alguna dentro del expediente que permita demostrar que esa era la asignación salarial mensual convenida entre el actor y el Consorcio Progreso Risaralda, motivo por el que el señor Correa Quiceno solicitó que fueran escuchados los testimonios de las señoras Luz Aliria Ayala Cárdenas, Fabiola Cárdenas Ayala y el señor John Jairo Giraldo Cardona.

Respecto a ese preciso punto, las referenciadas señoras manifestaron que tenían conocimiento que el demandante devengaba mensualmente la suma de $1.200.000 sin dar más explicaciones al respecto; mientras que el señor Giraldo Cardona, si bien expresó que al señor Correa Quiceno se le cancelaba mensualmente una suma de $1.200.000, la verdad es que hizo énfasis en que dentro de esa suma estaba la remuneración por los servicios prestados, el alquiler de los equipos de topografía que le suministraba el accionante al consorcio demandado y un subsidio por alimentación, sin determinar cuál era el valor que se le pagaba por cada concepto.

Lo expuesto por éste último testigo permite concluir que por los servicios prestados como topógrafo el señor José Norbey Correa Quiceno no devengaba la suma de $1.200.000 pues habían otros factores que componían esa suma de dinero que le entregaba mensualmente el Consorcio Progreso Risaralda al demandante; por lo que al no haber podido demostrar cual era la suma que se le retribuía por sus servicios profesionales, debía tomarse como tal el salario mínimo legal mensual vigente, como acertadamente lo estableció el a quo.

Ahora bien, como dentro del proceso se tiene como salario mensual el mínimo legal vigente, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. consistente en un día de salario por cada día de retardo no puede limitarse a los veinticuatro primeros meses, tal y como lo determina el parágrafo 2º de esa norma, por lo que esa condena se extiende hasta que se verifique el pago total de la obligación, por lo que en este caso no operan los intereses moratorios a partir del mes veinticinco.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación propuesto por la parte actora.

En cuanto al recurso de apelación propuesto por el Instituto Nacional de Vías consistente en que no resulta posible condenar a esa entidad solidariamente responsable de las condenas impuestas a su contratista Consorcio Progreso Risaralda como empleador del señor José Norbey Correa Quiceno, en consideración a que la mala fe no se le puede hacer extensible a ese instituto, máxime cuando se suscribió la póliza Nº 250133771, basta recordar que en la sentencia referenciada en las consideraciones, la Sala de Casación Laboral manifestó que el estudio de la buena o mala fe para condenar o absolver de las sanciones moratorios como la establecida en el artículo 65 del C.S.T. solo se hace frente al respectivo empleador, pues esa situación no se evalúa frente a los responsables solidarios, dado que la responsabilidad de éstos radica en su posición de garantes bajo los presupuestos establecidos en el artículo 34 del C.S.T., los cuales quedaron acreditados en el curso de la primera instancia, sin que haya sido motivo de controversia por parte del Instituto Nacional de Vías en el recurso de apelación; motivo por el que no hay lugar a exonerarlo de su responsabilidad solidaria frente a todas y cada una de las condenas proferidas en contra del Consorcio Progreso Risaralda.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por INVIAS.

En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales segundo y tercero de la sentencia recurrida, haciendo claridad que a la suma de $14.007.109 que se fijó por concepto de salarios insolutos, prestaciones sociales y vacaciones, indemnización por despido sin justa causa y sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T. consistente en un día de salario por cada día de retardo por los veinticuatro primeros meses, se le restará la suma de $12.360.000 que corresponde a la sanción moratoria durante ese lapso.

Costas en esta instancia a cargo del Instituto Nacional de Vías en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO y TERCERO de la sentencia recurrida, los cuales quedarán así:

“SEGUNDO. CONDENAR al CONSORCIO PROGRESO RISARALDA integrado por CUBIDES Y MUÑOZ LTDA., LAVICON S.A.S y EDGAR ALONSO CASTRO LIZARRALDE a cancelar a favor del señor JOSE NORBEY CORREA QUICENO la suma de $1.164.109 por concepto de salarios insolutos, cesantías y sus intereses, primas de servicio, vacaciones e indemnización por despido sin justa causa. CONDENAR a dicha entidad a cancelar a favor del actor la suma de $17.166,66 diarios a partir del 30 de mayo de 2010 por concepto de sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T. y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

TERCERO. CONDENAR al INSTITUTO NACIONAL DE VIAS a responder solidariamente frente a las condenas impuestas al CONSORCIO PROGRESO RISARALDA integrado por CUBIDES Y MUÑOZ LTDA., LAVICON S.A.S y EDGAR ALONSO CASTRO LIZARRALDE; por haberse configurado lo previsto en el artículo 34 del C.S.T.”.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida el 29 de mayo de 2015.

TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia al INSTITUTO NACIONAL DE VIAS en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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